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Resumen: La mediación es un mecanismo alternativo que ha sido considerado en diferentes 

instrumentos internacionales y se ha ido alimentando por instituciones o legislaciones de 

los diferentes países, así como por las diversas prácticas que se han derivado de la misma. 

En México, ya son 30 estados los que tienen legislación estatal en materia de mecanismos 

alternativos y se tiene proyectado en un futuro cercano una Ley General en esta materia. Lo 

ideal sería que se tomen en cuenta las diversas prácticas internacionales que se apliquen a 

nuestra realidad social y se complementen con la regulación que cada Estado les ha dado a 

los mecanismos alternativos de solución de controversias.  
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nacionales. 

 

Abstract: Mediation is an alternative mechanism that has been considered in different 

international instruments and has been fed by institutions or legislations of the different 

countries, as well as by the various practices that have been derived from it. In Mexico, 
                                                 
1 Trabajo recibido el 17 de enero de 2018 y aprobado el 10 de mayo de 2018. 
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there are already 30 states that have state legislation on alternative mechanisms and a 

General Law on this matter is projected in the near future. Ideally, the various international 

practices that apply to our social reality should be taken into account and complemented by 

the regulation that each State has given to alternative dispute resolution mechanisms. 

 

Keywords: Mediation, Hague Convention, UN, Norms, national instruments. 

 

I. INTRODUCCIÓN 

La mediación en nuestro país existe desde 1997, regulada por el Estado de Quintana Roo 

que expidió una ley estatal, sin embargo, no es hasta la reforma de 2008 que se da la 

regulación constitucional en el artículo 17, párrafo cuarto que establece: Las leyes preverán 

mecanismos alternativos de solución de controversias. En la materia penal regularán su 

aplicación, asegurarán la reparación del daño y establecerán los casos en los que se 

requerirá supervisión judicial. 

La mediación ha tenido antecedentes internacionales desde 1899, siendo el primer 

antecedente la Conferencia de Paz de la Haya de 1899, posteriormente se da el Convenio de 

la Haya de 1980, permitiendo así que se establecieran diversos instrumentos internacionales 

e instituciones que promovieron a la mediación como uno de los mecanismos alternativos 

para la solución pacífica de los conflictos. 

En este trabajo, se pretende dar a conocer dichos instrumentos internacionales que 

han influenciado a la mediación en México, así como la función de la ONU en la aplicación 

de este mecanismo para conservar la paz entre los estados. De igual forma, se citan ciertas 

leyes como la Ley 26.589/10 de Argentina, la Ley en materia de mediación en asuntos 

civiles y mercantiles en España y la Administrative Dispute Resolution Act de Estados 

Unidos de Norteamérica que han sido referentes a la regulación de la Mediación en 

México. 

 

II. CONVENCIÓN DE LA HAYA 

Los antecedentes internacionales de los mecanismos alternativos de resolución de 

controversias se remontan a acontecimientos como lo fue la Conferencia de Paz de la Haya 
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de 18992, convocada por el Zar Nicolás II de Rusia con objeto de tratar el mantenimiento 

de la paz mundial, reducción del armamento y legislar para la consecución de soluciones 

pacíficas a los conflictos entre países, resultando así la adopción de un Convenio para el 

arreglo pacífico de las controversias internacionales; en principio se estableció el arbitraje 

como el mecanismo de resolución de conflictos internacionales por lo que se estableció la 

Corte Permanente de Arbitraje. 

Otro antecedente internacional, es la creación de la Conferencia de La Haya de 

Derecho Internacional Privado,3 la cual es una organización intergubernamental de carácter 

mundial con el fin de unificar reglas en la práctica internacional. Dentro de las reuniones de 

esta organización se adoptó el Convenio de la Haya de 1980 sobre Aspectos Civiles de la 

Sustracción Internacional de Menores, en el que se ha procurado fomentar la mediación 

familiar y la importancia de la promoción de soluciones amigables en los diversos 

convenios que se llevan a cabo. 

Es de observarse que el Convenio de La Haya4 de 1980 sobre Aspectos Civiles de la 

Sustracción Internacional de Menores, en su artículo 7 dispone que “las Autoridades 

Centrales deberán adoptar todas las medidas apropiadas que permitan [...] c) garantizar 

la restitución voluntaria del menor o facilitar una solución amigable”, y por su parte el 

artículo 10 establece: que la Autoridad Central del Estado donde se encuentre el menor 

adoptará o hará que se adopten todas las medidas adecuadas tendientes a conseguir la 

restitución voluntaria del menor”. 

En virtud de lo anterior, se constituyó un grupo de trabajo emergente en la Tercera 

Conferencia Judicial sobre Cuestiones Transfronterizas del Derecho de Familia que tuvo 

lugar en San Julián, Malta, entre los días 23 y 26 de marzo de 2009, en donde se elaboró un 

                                                 
2 Las Conferencias de Paz de La Haya y la Corte Permanente de Arbitraje (CPA). Consultado en: 
http://www.un.org/es/icj/hague.shtml, para más información sobre la función de la Corte Permanente de 
Arbitraje se puede consultar https://pca-cpa.org/showpage.asp?pag_id=1303. 
3 La Conferencia celebró su primera reunión en 1893, a iniciativa de T. M. C. Asser (Premio Nobel de la Paz 
en 1911). Pasó a ser una organización intergubernamental permanente en 1955, año de la entrada en vigor de 
su Estatuto. Para más información se puede consultar: https://www.hcch.net/es/about 
4 Convenio de 25 de octubre de 1980 sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores, 
consultado en: https://www.hcch.net/es/instruments/conventions/full-text/?cid=24. La Conferencia de La 
Haya tiene actualmente 83 Miembros: 82 Estados y 1 Organización Regional de Integración Económica. 
México forma parte desde el 18 de marzo de 1986.  
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proyecto de Guía de buenas prácticas sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción 

Internacional de Menores,5 y en la quinta parte se hicieron referencias sobre mediación.  

En esta guía se encuentran diversos tipos de mediación como lo son la mediación 

directa o indirecta. La primera enfocada a la participación directa de ambas partes en 

conflicto dentro del proceso de mediación, ya sea de manera presencial con el mediador, o 

a través de medios electrónicos. En la segunda, las partes no se reúnen en forma directa 

durante el proceso de mediación, sino que el mediador o los mediadores se reúnen con cada 

parte por separado. Esto puede acontecer en dos Estados diferentes con un mediador y una 

parte en un Estado o en el mismo Estado realizándose la mediación en diferentes horarios o 

al mismo tiempo, pero en diferentes salas. 

De igual forma, encontramos la mediación judicial y la extrajudicial; la primera es 

llevada a cabo en los tribunales, o a través de él, y la segunda, puede ser llevada a cabo por 

algún organismo que no depende de un tribunal, puede ser estatal o un centro que 

proporcione servicios de mediación privada. 

Dentro de esta guía se establecen las ventajas y los riesgos del uso de la mediación 

en el marco de las controversias familiares; así como los desafíos que se plantean en la 

sustracción de menores, el perfil del mediador que es necesario en estos casos; además, se 

incluye el proceso de mediación en caso se sustracción de menores desde que inicia hasta 

que finaliza y sus efectos. 

Entre las ventajas se observa que se protege la relación entre los progenitores y el 

menor, en virtud de ser una solución amistosa y satisfactoria, y por ende, es más fácil que 

las partes cumplan con lo establecido. Se fomenta además la comunicación colaborativa 

pues entre ellas deciden su estrategia para superar el conflicto, lo que genera en el 

aprendizaje de las partes el conocimiento de cómo actuar en conflictos futuros. Es un 

proceso flexible, en el que pueden participar terceros interesados, y que no conlleva solo el 

tratamiento jurídico de la situación. También su ventaja es en lo económico, y permite que 

el acuerdo sea vinculatorio y ejecutable en ambas jurisdicciones. 

 

En este sentido, comenta la Dra. Nuria González6 lo siguiente: 

                                                 
5 https://assets.hcch.net/upload/wop/abduct2011pd05s.pdf, consultado el 15 de junio a las 16:32 hrs. 
6 GONZÁLEZ MARTÍN, Nuria, “Datos para la reflexión: ¿Por qué mediar casos de sustracción internacional 
parental de menores entre México y Estados Unidos de América?” en Carbonell Sánchez, Miguel (Coord.), 
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“No basta que los tratados internacionales prevean la mediación sino 

que se tiene que hacer un trabajo muy sólido para que en los hechos, los 

grupos de expertos encargados de la mediación familiar transfronteriza 

estén debidamente legitimados y capacitados para que a través de este 

método autocompositivo se logre mejorar, en la medida de lo posible, las 

relaciones entre progenitor sustractor y progenitor perjudicado, así́ como 

entre éstos y sus hijos menores de dieciséis años con un objetivo que 

prima sobre cualquier otro: evitar desactivar los efectos nocivos que este 

tipo de acto supone para el menor o menores víctimas de sustracción, 

efectos tan dañinos que perduran a lo largo de toda su vida”. 

 

Como límites o riesgos, se deben analizar, tanto el contexto de la situación, como la 

voluntad de las partes para participar en el proceso; también se deben identificar casos de 

violencia doméstica o uso de drogas o alcohol, en los que se podría llevar a cabo o no un 

proceso de mediación, incluso la aplicabilidad y ejecutoriedad del acuerdo en las diversas 

jurisdicciones, así como contar con la asesoría jurídica adecuada para que las partes 

conozcan sus derechos respecto al tema en sus diferentes lugares de residencia. De lo 

contrario, se podría correr el riesgo de perder estos derechos o de que una parte se retracte, 

los modifique conforme a sus intereses o cambien de residencia. 

Lo que se debe destacar de esta Guía en referencia va enfocado a que la mediación 

sea un método complementario o auxiliar a la jurisdicción, no remplaza un proceso judicial, 

debido a esto es que las personas pudieran acudir a la mediación en cualquier momento, 

aunque se haya iniciado ya un proceso judicial; lo ideal es buscar la solución del conflicto 

que se les presenta a través de soluciones amigables y no impositivas. Sin embargo, si del 

proceso de mediación no se generan los acuerdos buscados, entonces se puede optar por 

continuar a través de la vía judicial.  

De igual forma, se debe contar con mediadores capacitados y certificados en las 

áreas en las que ejercerán como mediador, así como una lista de los mediadores que 

                                                                                                                                                     
Historia y Constitución. Homenaje a José Luis Soberanes Fernández, tomo 1, UNAM, Instituto de 
Investigaciones jurídicas, México, p. 242. 
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cuentan con esta capacitación y el área en la que se especializan, para que sean ellos quien 

evalúen si el conflicto es susceptible de solucionarse a través de la mediación. 

Inclusive, se establecen los principios de la mediación que ya se encuentran 

presentes en las diversas leyes estatales de México, como lo son: la voluntariedad de las 

partes para participar en el proceso, el consentimiento informado, la neutralidad, la 

independencia, la imparcialidad, la justicia, que hace referencia a la equidad entre las partes 

y al equilibrio del poder en la negociación y la confidencialidad. 

Por otro lado, en 2001, la Conferencia Nacional de Comisionados para la 

Unificación de Leyes Estatales7 (National Conference of Commissioners on Uniform State 

Laws) de los Estados Unidos de América desarrolló la Ley Uniforme de Mediación8 

(Uniform Mediation Act) como ley modelo tendiente a alentar el uso eficaz de la mediación 

y garantizar la confidencialidad de todas las comunicaciones en materia de mediación. 

Mientras tanto, muchos estados de los EE.UU. han implementado estas normas en su 

jurisdicción. En 2005, la American Arbitration Association, la American Bar Association’s 

Section of Dispute Resolution y la Association for Conflict Resolution, todas ellas de 

EE.UU., adoptaron las Normas Modelo de Conducta para Mediadores (Model Standards of 

Conduct for Mediators). 

En estas normas modelo, se regulan varios aspectos: (1) Ámbito de competencia 

(donde se establece que la Corte o la ley debe solicitar a las partes que acudan al servicio de 

mediación en cuestiones administrativas, civiles, derechos de los trabajadores, o cuestiones 

entre particulares); (2) La confidencialidad, admisibilidad y descubrimiento (en esta parte 

se establece la confidencialidad como un principio de la comunicación entre las partes, la 

cual no puede ser admitida como evidencia salvo ciertos casos establecidos en la ley o por 

renuncia de las partes); (3) Renuncia o preclusión del privilegio de confidencialidad (se 

basa en el hecho de que las partes pueden renunciar en cualquier momento a la 

confidencialidad, de igual forma se pierde el derecho de la confidencialidad cuando existe 

un hecho delictivo o se pretende cometerlo); (4) Excepciones y privilegios, existe 

excepción de confidencialidad cuando las partes lo acuerdan así a través de su firma, 

                                                 
7 Guía de Buenas Prácticas en virtud del Convenio de La Haya de 25 de octubre de 1980 sobre los Aspectos 
Civiles de la Sustracción Internacional de Menores. Consultado en: 
https://assets.hcch.net/upload/wop/abduct2011pd05s.pdf, consultado el 15 de junio a las 16:32 hrs. 
8 Consultado en: http://www.uniformlaws.org/shared/docs/mediation/uma_final_03.pdf el día 16 junio de 
2017 a las 11:13 hrs. 
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cuando por ley se establece que el proceso de mediación se vuelve público, o cuando se 

pretende hacer daño o cometer un delito, cuando se quiere acreditar una queja de mala 

conducta del mediador, de alguna de las partes o por abuso, negligencia, abandono o 

explotación del proceso en el que un menor forma parte o cuando se pretenda evadir la 

responsabilidad de un contrato o cometer un delito menor; (5) Prohibición a los mediadores 

de hacer declaraciones, evaluación, recomendaciones o conclusiones de algún tipo hacia la 

corte o agencia administrativa sobre los casos sometidos a mediación, en caso de hacerlo, 

no se tomará en cuenta por ninguna autoridad o árbitro, salvo las excepciones reguladas en 

la propia ley; (6) Confidencialidad, como ya se ha mencionado antes, toda comunicación es 

confidencial a menos que las partes estén de acuerdo en compartir la información o en los 

supuestos que establece la ley; (7) Excepciones y recusas del mediador, antes de iniciar el 

proceso el mediador debe valorar si existe alguna circunstancia que pueda afectar su 

imparcialidad o si durante el proceso se presenta, debe notificarlo a las partes, ya que en 

caso contrario puede incurrir en alguna responsabilidad; (8) Participantes en la mediación, 

se obliga al abogado del solicitante de la mediación estar presente y ser partícipe del 

proceso, su dispensa será anulada; (9) Mediación comercial internacional que se equipara 

en esta ley modelo, a la conciliación comercial internacional adoptada por la United 

Nations Commission on International Trade Law el 28 de junio de 2002; (10) Firma 

electrónica nacional e internacional para actos de comercio, en donde se busca que la firma 

electrónica sea reconocida en todos los actos comerciales; (11) Uniformidad de aplicación y 

construcción; (12) Cláusula de separación; (13) Fechas de celebración, donde se establece 

el día en que el proceso se llevó a cabo; (14) Reservas, significa que un estado o algunas 

disposiciones no aplican en la legislación de los participantes; y, finalmente (15) 

Aplicación del proceso de mediación conforme a un acuerdo, o a través de una derivación, 

ya sea que las partes lo hayan establecido en una cláusula de un convenio, o se haya 

celebrado un acuerdo, o la autoridad los derive a la participación del mismo. 

En conclusión, el regular disposiciones de mediación implica analizar el contexto de 

la sociedad, la cultura jurídica, el acceso a la información que las personas tienen para 

resolver sus conflictos, así como la aplicabilidad y efectividad de estos mecanismos 

alternativos. Se busca que la mediación sea un proceso complementario a la jurisdicción 

para la mejor resolución/transformación de los conflictos. 
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Para lograr un buen proceso de mediación, se necesita de profesionales con la 

capacitación adecuada, y en su caso con certificaciones que acrediten que pueden participar 

en ciertos procesos, así mismo se necesitan establecer reglas y principios que lo dirigirán, 

como la confidencialidad para que se genere confianza y el buen desarrollo del proceso. En 

este sentido, es que los profesionales deben siempre analizar si en cualquier momento se 

puede generar alguna circunstancia que afecta o que potencialmente afecte o pudiera afectar 

su imparcialidad, o bien que se actualice alguna cuestión que les impida ser neutrales. 

Además, se debe tomar en cuenta a los terceros afectados en el conflicto, a los que deban 

ser parte del mismo, y los que puedan ayudar en la solución del mismo. 

 

III. LA MEDIACIÓN EN LA ONU 

La Organización de las Naciones Unidas (ONU) es un organismo internacional formado 

por países independientes, cuya finalidad, es: mantener: la paz mundial (evitar el uso de la 

fuerza), que se respeten los derechos y libertades de todos los seres humanos y 

fundamentalmente resolver los conflictos por medios pacíficos.9 

Otro de los referentes importantes en materia de solución pacífica de controversias 

es la Carta de las Naciones Unidas10, la cual se firmó el 26 de junio de 1945 en San 

Francisco, al terminar la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Organización 

Internacional, y entró en vigor el 24 de octubre del mismo año.  

En su capítulo VI: Arreglo pacífico de controversias, se establece que en caso de 

alguna controversia que ponga en riesgo el mantenimiento de la paz y seguridad 

internacionales se debe buscar darle solución a través de los medios pacíficos de resolución 

de controversias, como lo son la negociación, la investigación, la mediación, la 

conciliación, el arbitraje, el arreglo judicial, el recurso a organismos o acuerdos regionales 

(art. 33). 

Es el Consejo de Seguridad quien se encarga de investigar las controversias entre 

los miembros de las Naciones Unidas, y dentro de sus facultades se encuentra invitarlos a 

que arreglen sus diferencias (art. 33 y 34); puede hacer recomendaciones respecto al 

método de solución de controversias que mejor se ajuste a los miembros (art. 36), de igual 

                                                 
9 BRAVO PERALTA, Martín Virgilio, Manual de negociación, mediación y conciliación, Porrúa-
Universidad Anáhuac, México, 2016, p. 23. 
10 Consultado en: http://www.un.org/es/charter-united-nations/index.html el día 29 de junio a las 11:34 am. 
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forma si la controversia continúa también puede recomendar la solución a través de 

mecanismos jurídicos frente a la Corte Internacional de Justicia (art. 36) o en su caso, los 

exhorta a establecer los términos de arreglo apropiados (art. 37). 

Como los establece Luis Alfonso Gómez Domínguez:11 A diferencia de las 

negociaciones locales, aquí es el factor internacional el determinante para definir el 

contenido del arreglo y por tanto afecta a todos los aspectos del acuerdo bajo negociación, 

independientemente del lugar de ejecución, la cultura de los representantes, el sitio donde 

se desarrollan los acercamientos o la ley aplicable. Las consecuencias dependerán de la 

clase de preparación, la actitud, el tipo de concesiones realizadas y la intención de las 

partes, y variarán ante un resultado satisfactorio para todos los participantes o uno en el 

cual una de las partes quede evidentemente en mejores condiciones que la otra. 

Con base en lo anterior se puede observar la intención de un organismo 

internacional para ayudar a los miembros de las Naciones Unidas a llegar a soluciones 

pacíficas, utilizando los diversos mecanismos para mantener la paz y la seguridad de las 

naciones, lo que debe impactar, no solo de manera internacional, sino que se debe adoptar 

como un principio en cada nación para la resolución de sus conflictos internos y poder 

mantener una cultura de paz entre todos sus integrantes. 

 

IV. LEYES DE MEDIACIÓN EN DIFERENTES PAÍSES 

Con la finalidad de completar la visión sobre los MASC en el contexto internacional, es que 

se realiza un comparativo con algunas leyes de países que han influenciado nuestra cultura 

de la mediación en México. 

Es importante tomar en cuenta la cultura y diversos factores como: los actores, la 

estructura, las estrategias, los procesos y las consecuencias legales de la mediación en cada 

país para entender cómo operan, sus beneficios y sus efectos. Al respecto Luis A. Gómez 

Domínguez establece:  “Si bien la cultura no es el único factor que se debe considerar 

para asegurar unas negociaciones exitosas, ya sea recurriendo a estas con el fin de lograr 

un contrato con resultados satisfactores para todos los intervinientes o evitar un potencial 

enfrentamiento antes las cortes o tribunales arbitrales, el hecho de subestimar su 

importancia puede llevar al traste un arreglo que podría haber sido mutuamente 

                                                 
11 GÓMEZ DOMÍNGUEZ, Luis, Negociación internacional. Enfoque estratégico, Colombia, 2016, p. 41. 
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provechoso o incluso llegar a cerrar las puertas de un mercado cuando se hieren 

susceptibilidades culturales”.12 

  

4.1. Ley de Mediación en Argentina 

 La República Argentina tiene 23 Provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos 

Aires, en las que se han dictado Leyes de Mediación, en 15 jurisdicciones provinciales se 

ha establecido la mediación obligatoria previa al inicio del proceso judicial en materias 

como civil y de familia; en las restantes provincias es alternativa y voluntaria.13 

 Actualmente, el ordenamiento que rige en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires es 

la de Ley 26.589/10 promulgado el 3 de mayo de 2010, que establece como puntos 

importantes los siguientes: 

– Regula la mediación y la conciliación. 

– Establece a la mediación como previa y obligatoria al inicio de todo proceso 

judicial. En el caso de promover una demanda judicial debe acreditarse que se 

acudió al proceso de mediación a través de un acta expedida y firmada por el 

mediador interviniente. 

– Se exceptúan de la mediación prejudicial obligatoria: las acciones penales; acciones 

de separación personal y divorcio, nulidad de matrimonio, filiación, patria potestad 

y adopción; causas en que el Estado, las provincias, los municipios o la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires o sus entidades descentralizadas sean parte; procesos de 

inhabilitación, de declaración de incapacidad y de rehabilitación; amparos, hábeas 

corpus, hábeas data e interdictos; medidas cautelares; diligencias preliminares y 

prueba anticipada; juicios sucesorios; concursos preventivos y quiebras; 

convocatoria a asamblea de copropietarios; conflictos de competencia de la justicia 

del trabajo y procesos voluntarios.  

– En el caso de ejecución y desalojos la mediación es optativa para el reclamante, sin 

que el requerido pueda cuestionar la vía. 

                                                 
12 ZAPATA GIRALDO, Adriana (directora), Aspectos contemporáneos de la negociación nacional el 
internacional, Universidad Externado de Colombia, Colombia,  2016, p. 77. 
13 Consultado en:  http://www.maparegional.gob.ar/accesoJusticia/public/verDetallePais.html?codigoPais=ar, 
el día 29 de junio de 2017 a las 14:25 
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– Los principios que rigen a la mediación prejudicial obligatoria son: imparcialidad, 

libertad y voluntariedad, igualdad, consideración especial a los intereses de los 

menores, discapacitados y mayores dependientes; confidencialidad; promoción de la 

comunicación; celeridad del procedimiento; y, conformidad expresa de las partes 

para que personas ajenas presencien el procedimiento de mediación prejudicial 

obligatoria. 

– La obligación de confidencialidad cesa por dispensa expresa de todas las partes que 

intervinieron o para evitar la comisión de un delito o, si éste se está cometiendo, 

impedir que continúe cometiéndose. 

– En el proceso de mediación prejudicial pueden participar profesionales asistentes, 

bajo la dirección y responsabilidad del mediador interviniente, que cumplan con lo 

establecido en el art. 11 incisos b), d) y e). 

– El mediador debe cumplir con ciertos requisitos: ser abogado con tres años de 

antigüedad como mínimo, acreditar la capacitación reglamentaria, aprobar un 

examen, contar con su inscripción vigente en el Registro Nacional de Mediación, 

cumplir con lo demás que establezca la ley. 

– Excusa y recusa de los mediadores en caso de causas que puedan incidir en su 

imparcialidad o bajo los supuestos del Código Procesal Civil y Comercial de la 

Nación que se establece para los jueces. 

– Prohibición para los mediadores de asesorar a las partes que intervengan en un 

proceso de mediación prejudicial obligatoria hasta pasado un año de su baja en el 

Registro Nacional de Mediación. 

– La designación del mediador puede ser por acuerdo de las partes, por sorteo de la 

mesa de entradas del fuero en el que corresponda promover la demanda, por 

propuesta del requirente al requerido, por derivación del juez actuante en un proceso 

judicial. 

– Suspensión de términos: se suspenden términos judiciales por 30 días a partir de la 

notificación del mediador a cualquiera de las partes, hay posibilidad de prórroga. 

– Se suspende la prescripción y la caducidad por acuerdo de las partes, en la 

mediación por sorteo, en la mediación a propuesta del requirente desde la fecha de 

notificación. El plazo de prescripción se reanuda a partir de los 20 días contados 
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desde que el acta del cierre del procedimiento de mediación prejudicial obligatoria 

se encuentre a disposición de las partes. 

– En cuanto a la comparecencia personal y representación, las partes deben hacerlo 

personalmente y con apoderado si viven a más de ciento cincuenta kilómetros de la 

ciudad en donde se lleven las audiencias, quien debe contar con facultades de 

transacción. La asistencia letrada es obligatoria. 

– El plazo para realizar la mediación es de hasta 60 días. En los casos de ejecución y 

desalojo es de 30 días, que puede ser prorrogable por acuerdo de ambas partes.  

– Pueden participar terceros que autorice el mediador. 

– Respecto del proceso de mediación: es de destacarse que ya designado el proceso de 

mediación, el mediador tiene 15 días para citar a las partes a una primera audiencia, 

se debe notificar por un medio fehaciente o personalmente. Si es de extraña 

jurisdicción queda a cargo del letrado de la parte requirente, si se encuentra en otro 

país se puede solicitar la cooperación del juez designado a fin de liberar exhorto o 

utilizar un medio fehaciente para la notificación en el domicilio del requerido. 

– En caso de que una de las partes no acuda a la primera audiencia con causa 

justificada, se fija nueva fecha; si es de forma injustificada por parte del requirente, 

esto debe reiniciar el proceso; si es falta injustificada por el requerido, el requirente 

puede dar por concluido el procedimiento de mediación o convocar de nuevo. 

– El acuerdo de conclusión en caso de acuerdo debe ser firmado por el mediador, las 

partes, los terceros, los letrados intervinientes y los profesionales que hayan 

participado. En el caso de incapaces se debe homologar judicialmente el acuerdo. 

– En caso de que no se llegue al acuerdo, se elabora un acta y se puede iniciar el 

proceso judicial. 

– Si el proceso de mediación concluye por incomparecencia injustificada de alguna de 

las partes o por imposibilidad de notificación, se realiza un acta estableciendo el 

resultado y se fija multa del 5% del sueldo básico de un juez nacional de primera 

instancia para la parte incompareciente. 

– Al finalizar un proceso de mediación se informa al Ministerio de Justicia, Seguridad 

y Derechos Humanos para su registro y certificación de instrumentos pertinentes. 
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– El acuerdo de mediación puede ejecutarse por procedimiento de ejecución de 

sentencia. 

– Se regula la mediación familiar como específica y en cuanto a cuestiones 

patrimoniales la mediación previa si resulta obligatoria. En tanto la mediación es 

aplicable para cuestiones patrimoniales y extrapatrimoniales originadas en las 

relaciones de familia o que involucren intereses de sus miembros o se relacionen 

con la subsistencia del vínculo matrimonial.  

– La mediación familiar concluye en caso de que implique un grave riesgo para la 

integridad física o psíquica de las partes involucradas o de su grupo familiar, en 

caso de menores se debe notificar al Ministerio Público de la Defensa. 

– Para los mediadores familiares y profesionales asistentes, el poder ejecutivo debe 

establecer los requisitos para su inscripción, así como su capacitación; sus 

honorarios se presumen onerosos. 

– Mediación gratuita con beneficio de litigar sin gastos en los centros de mediación 

del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos y en centros públicos. 

– Las entidades formadoras dedicadas a la capacitación de mediadores deber estar 

habilitadas conforme a la reglamentación del Poder Ejecutivo nacional.  

– Se establece un Registro Nacional de Mediación en el cual se lleva a cabo el 

registro de mediadores, centros de mediación, profesionales asistentes y entidades 

formadoras.  

– Se impide ser mediador a quien tenga inhabilitación comercial, civil o penal o haya 

sido condenado con pena de reclusión o prisión por delito doloso; tuviera un motivo 

de excusa, tuviera impedimento para ejercer la profesión de abogado establecida en 

el art. 3 de la ley 23.187 (la ley establece dos supuestos a) por incompatibilidad y/o 

b) por especial impedimento). 

– La matrícula del mediador tiene vigencia de un año. 

– Respecto a las prevenciones y sanciones, éstas pueden ser llamado de atención, 

advertencia, suspensión de hasta un año en el ejercicio de su actividad como 

mediador y exclusión de la matricula establecidas en la reglamentación del Poder 

Ejecutivo. 

– Caducidad del proceso de mediación transcurrido un año del Acta de cierre. 
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 Existen otras materias de la mediación que también son reguladas como la 

mediación penal, comunitaria, penitenciaria, escolar y a distancia. 

 De igual forma, se ha contemplado la regulación de un Organismo de control de 

gestión a cargo del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, al igual que 

el organismo a cargo del Registro que se encarga de administrar el fondo de financiamiento 

del sistema de mediación, de organizar y mantener actualizado el registro de mediadores 

matriculados y de registrar con fines estadísticos las mediaciones informadas por 

mediadores. 

Es importante destacar que en Argentina se establece la mediación como previa y 

obligatoria al proceso judicial, cuestión que en México no se regula así por ser vista como 

una justicia alterna a la que las partes acuden voluntariamente si cuentan con la información 

de este servicio. Podría ser efectivo implementar que solo sea obligatoria la sesión 

informativa para que las personas conozcan el servicio, las características y consecuencias 

del mismo, y así se les permitiera tomar una decisión informada sobre si elegir la mediación 

o el proceso judicial. 

Al comparar ambos sistemas en el tema de los principios de la mediación existe 

gran coincidencia, y se hace notar la consideración especial en caso de menores, 

discapacitados y mayores dependientes, que en México en el marco de los Derechos 

Humanos debe hacerse aplicable en todas nuestras leyes y del conocimiento de la sociedad. 

Una de las diferencias en nuestro régimen es la regulación de la presencia de personas 

ajenas al procedimiento de mediación, ya que en este caso se busca que sólo sean las 

personas interesadas quienes acudan al proceso, permitiéndose así la asesoría necesaria de 

manera externa, aunque en la práctica se evalúa si es necesario que los abogados o peritos 

participen de manera asertiva en el proceso para dejarlos intervenir. De igual forma, el 

mediador es quien evalúa que terceros deben participar en dicho proceso sin afectar la 

cooperación entre las partes.  

Al igual que en Argentina, en México es necesario establecer los requisitos para ser 

mediador, sus obligaciones, facultades y responsabilidades, así como su capacitación 

continua y certificación ante un Registro Nacional de Mediadores. 

La suspensión de la prescripción y caducidad es necesaria durante el proceso de 

mediación porque permite a las partes proteger sus derechos y tener la confianza de estar en 
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un proceso de mediación sin la preocupación de cumplir con los plazos o términos que la 

ley exige para la protección de sus derechos. Esto siempre y cuando ninguna de las partes 

lo utilice para alargar el conflicto y evitar un juicio. 

En cuanto al proceso de mediación, la asistencia de un abogado no es necesaria, el 

mediador evalúa si es necesaria una asesoría jurídica para ambos participantes. Se debe 

iniciar a través de una solicitud por comparecencia personal o por representante legal, tanto 

en México, como en Argentina. En México no hay un plazo para realizar la mediación, va 

conforme a las necesidades de los participantes, al igual que las agendas para el inicio del 

proceso en virtud de que no es lo mismo en el servicio público de mediación la carga de 

trabajo, que en un servicio privado de mediación, por lo que sería necesaria la distinción 

entre los plazos en la mediación pública y privada para el ofrecimiento del servicio. Existen 

también causales, en ambos países, para la terminación del procedimiento de mediación 

imputables a las partes o por decisión del mediador. El proceso puede terminar con acuerdo 

total o parcial, mismo que debe cumplir con ciertos requisitos y formalidades, que 

generaran efectos legales y pueden ser ejecutables por la vía de apremio. 

Tanto los procesos de mediación, como los acuerdos o procesos concluidos deben 

ser registrados y certificados por la autoridad correspondiente, y por ende, lo anterior 

debería ser regulado en nuestra legislación para tener un control, tanto estadístico, como de 

acceso a la información y protección de datos personales. 

En el servicio público de mediación en México no hay coste para las partes; sin 

embargo, en el servicio privado de mediación si tiene un costo, mismo que se le informa a 

los solicitantes en cada proceso, y los honorarios que se generen del mediador, lo anterior 

es necesario establecerlo como parte de las funciones del mediador público y privado, así 

como la regulación de las instituciones que presten dicho servicio. 

Es apropiado que las materias susceptibles a mediación deben ser reguladas en cada 

estado por la necesidad y realidad social; sin embargo, de manera general debe establecerse 

en una Ley General los requisitos generales, y en las leyes de cada estado, los requisitos 

específicos para cada área en que se llevará cabo el proceso de mediación.  

Por último, es necesario un organismo federal de control en México, debido a que 

no existe quien organice y mantenga actualizado el registro de mediadores certificados, ni 

quien administre fondos para los recursos que se destinan para el fomento de la mediación 
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y las actividades para prestar el servicio a nivel federal. El organismo federal de control 

tendría también como función analizar la información estadística generada y proporcionada 

por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI),14 y así mejorar el 

funcionamiento de los diversos centros estatales y regionales de mediación, así como el 

impulso de la mediación privada en las diferentes entidades. 

 

      4.2. Ley en materia de mediación en asuntos civiles y mercantiles en España 

 En España se aprobó el 6 de julio de 2012 la Ley 5/2012 en materia de mediación en 

asuntos civiles y mercantiles, la cual se estructura en cinco títulos, a saber: 

En el título I, bajo la temática Disposiciones generales, se establece la definición de 

mediación, donde interviene un tercero para ayudar a que dos o más partes alcancen un 

acuerdo; se regula el ámbito material y espacial de la norma, la mediación es aplicable en 

asuntos civiles o mercantiles y a los conflictos transfronterizos (referidos a cuando al 

menos una de las partes está domiciliada o reside en un país distinto); se indican los efectos 

de la mediación sobre los plazos de prescripción y caducidad, desde el momento en que 

conste la recepción de la solicitud por el mediador; así como las funciones de información 

respecto a la identidad de los mediadores, formación, especialidad y experiencia que den 

las instituciones de mediación públicas o privadas, españolas o extranjeras. 

El título II, enumera los principios de la mediación, que son: la voluntariedad y libre 

disposición, la igualdad, la neutralidad y la confidencialidad. En tanto que se busca que las 

partes expresen su compromiso de someterse a este proceso, en el que la piedra angular es 

el respeto hacia los puntos de vista vertidos por las partes para lograr un acuerdo 

satisfactorio para ambas, y en las que no se puede divulgar la información, excepto en 

ciertos casos autorizados por la ley. De igual forma, se indican las funciones de las partes 

en la mediación y en las cuales se les prohíbe ejercitar alguna acción judicial o extrajudicial 

en relación con su objeto durante el desarrollo del proceso de mediación. 

El título III contiene el estatuto del mediador, los requisitos que deben cumplir 

(siendo personas con pleno ejercicio de sus derechos civiles, contar con título profesional, 

                                                 
14 Es un organismo público autónomo responsable de normar y coordinar el Sistema Nacional de Información 
Estadística y Geográfica, así como de captar y difundir información de México en cuanto al territorio, los 
recursos, la población y economía, que permita dar conocer las características de nuestro país y ayudar a la 
toma de decisiones. Consultado en: http://www.beta.inegi.org.mx/inegi/quienes_somos.html, el día 12 de julio 
de 2017 a las 12:11pm. 
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contar con una formación específica en mediación y cubrir una garantía que responda por 

cualquier responsabilidad civil en su actuación como mediador); los principios de su 

actuación, donde el mediador debe facilitar la comunicación entre las partes y debe velar 

porque dispongan de la información y asesoramiento suficientes; el mediador debe buscar 

una conducta activa y en todo momento debe mantener la imparcialidad, y en caso 

contrario debe comunicárselo a las partes. El mediador es responsable por los daños y 

perjuicios que causare y debe informar a las partes el costo por el proceso de mediación. 

El título IV regula el procedimiento de mediación, que inicia con una solicitud por 

común acuerdo de ambas partes o de una sola de las partes en cumplimiento de una 

cláusula de mediación previamente acordada, se cita a las partes para una sesión 

informativa donde se proporcionan los datos sobre su formación, imparcialidad y 

características de la mediación, sus consecuencias jurídicas y el plazo para firmar el acta de 

la sesión constitutiva, en caso de inasistencia de cualquiera de las partes a la sesión 

informativa se entiende como desistimiento al proceso. La mediación puede ser llevada a 

cabo por uno o varios mediadores. 

Posteriormente, se hace una sesión constitutiva donde se levanta un acta en la que 

las partes se identifican, se designa al mediador, se establece un programa de actuaciones y 

duración máxima, se hace la declaración de aceptación voluntaria del servicio, se establece 

lugar de celebración y lengua de procedimiento. 

La terminación del procedimiento puede darse con la firma de un acuerdo, por 

voluntad de las partes, por haber transcurrido el tiempo máximo acordado por las partes 

para la duración del procedimiento o por decisión del mediador. Se elabora un expediente 

custodiado por el mediador o la institución correspondiente y se redacta un acta final en la 

que se concluye el procedimiento, la cual deberá ir firmada por todas las partes y el (los) 

mediador (es). 

En caso de llegar a un acuerdo, que puede ser parcial o total, debe hacerse constar la 

identidad de las partes, el domicilio de las partes, el lugar y fecha en que se suscribe, las 

obligaciones que cada parte asume y el acatamiento del proceso a la ley, se firma por las 

partes o sus representantes. El documento puede elevarse a escritura pública para 

constituirse en un título ejecutivo y solo puede intentarse la acción de nulidad por las 

causas que invalidan los contratos. 
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Se permite el uso de medios electrónicos, videoconferencia u otro medio análogo de 

transmisión de la voz o la imagen en las actuaciones de mediación, se debe garantizar la 

identidad de los participantes y respetar los principios. En el mismo sentido, se permite que 

las reclamaciones menores a 600 euros sean llevadas a cabo de preferencia por medios 

electrónicos. 

Finalmente, el título V establece el procedimiento de ejecución de los acuerdos. Las 

partes deben elevar a escritura pública el acuerdo alcanzado frente a notario, quien debe 

verificar los cumplimientos de los requisitos exigidos en la Ley, y en caso de ser necesaria 

su ejecución debe cumplir los requisitos establecidos en los convenios internacionales de 

los que España sea parte. De ser necesaria la ejecución de los acuerdos ya iniciado un juicio 

éste puede ser homologado ante el tribunal que conoce del asunto, caso contrario serán 

formalizados los juzgados de primera instancia del lugar en que se hubiera firmado el 

acuerdo de mediación. 

Para la ejecución de un acuerdo de mediación con fuerza ejecutiva proveniente de 

otro país se puede ejecutar en España si deriva de una autoridad competente que desarrolle 

actividades equivalentes a las autoridades españolas. De no haber sido emitida por una 

autoridad extranjera solo puede ser ejecutado si se eleva a escritura pública ante notario 

español por solicitud de las partes, y que no sea contrario a derecho. 

 Realizando un comparativo de la Ley 5/2012 en materia de mediación en asuntos 

civiles y mercantiles en España y las leyes estatales en México, se desprende el siguiente 

cuadro respecto de la estructura normativa que siguen: 

 

Tabla 1. Comparativo estructural de leyes de mediación15 

Estructura Ley Española Estructura general en 

las leyes estatales en 

México 

Título 1. Disposiciones 

generales 

Disposiciones generales  

Título 2. Principios de la De los centros de 

                                                 
15 Tabla de creación propia con información de la Ley en materia de mediación en asuntos civiles y 
mercantiles en España y las leyes estatales en México. 
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mediación mediación 

Título 3. Estatuto del mediador De los especialistas 

Título 4. Procedimiento de 

mediación 

De las responsabilidades 

Título 5. Procedimiento de 

ejecución de los acuerdos 

Procedimiento de 

mediación 

 Principios de la 

mediación 

 Los terceros en la 

mediación 

 Procedimiento de 

ejecución 

 Particularidades y reglas 

en la mediación 

 

De lo anterior se deriva que en las leyes estatales de México a diferencia de España 

se establecen una serie de definiciones en las disposiciones generales que van relacionadas 

a los mecanismos alternativos de solución de controversias, a las figuras e instituciones que 

estarán involucradas dentro de la ley. Además, se establece el ámbito de aplicación y 

validez de las leyes. 

En relación con los principios de la mediación, son similares pero se incluyen otros 

como la flexibilidad, la oralidad, la economía, la gratuidad en ámbito de mediación pública 

y el de intervención mínima del mediador en el proceso. Es importante destacar la 

gratuidad en el sector público y el cobro del servicio en el ámbito de mediación privada. 

Asimismo, la oralidad debe ser indispensable siempre y cuando no se lleven a cabo 

procesos a través de medios electrónicos, la cual también es una forma de llevar a cabo la 

mediación en conflictos en los que no están involucrados los sentimientos de los 

participantes y sea indispensable una restauración de los lazos de amistad, amor o de 

vínculo familiar.  

Respecto a los derechos y obligaciones de las partes establecidas en ambos 

preceptos, se considera importante su delimitación y establecimiento incluso de reglas 
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dentro del proceso para el mejor funcionamiento, para lograr el respeto entre las partes y el 

fomento de la comunicación y colaboración. 

En México el servicio de mediación es, tanto público, como privado, y en 

consecuencia se cuenta con estructuras que se encargan de ambos servicios y se solicitan 

ciertos requisitos y obligaciones, tanto a mediadores públicos, como a los privados (según 

el perfil de la institución de la que sean parte) dependiendo la legislación estatal. 

Al igual que en España, en México se deben cubrir ciertas formalidades y requisitos tanto, 

para la solicitud de mediación, como para el desarrollo y terminación del mismo. Por otro 

lado, si la mediación concluye en acuerdo, éste no tiene la característica de escritura 

pública, sino de sentencia con carácter de cosa juzgada, la cual es ejecutable por la vía de 

apremio (en caso de que se vulnere los derechos humanos es posible ejercer la acción de 

nulidad y, eventualmente el juicio de amparo).   

En el caso de México, se autoriza en la Ciudad de México otorgar fe pública a los 

mediadores privados certificados, quienes deben evaluar y avalar el convenio de mediación 

para darle el carácter de cosa juzgada para que sea ejecutable por la vía de apremio ante 

juez competente, quien no podrá decidir sobre el contenido del acuerdo, solo que esté 

conforme a derecho, a las buenas costumbres, y que no vaya contra el orden público. Esta 

situación podría ser aplicada a nivel nacional con los mediadores públicos y privados que 

tengan la capacitación necesaria y cuenten con una garantía de responsabilidad. 

Finalmente, la ejecución de acuerdos de mediación con fuerza ejecutiva 

provenientes de otros países debe ser acordada con los países que México tenga convenios 

para su eficacia y validez jurídica de manera transfronteriza. 

 

  4.3. Administrative Dispute Resolution Act de Estados Unidos de Norteamérica 

Esta ley se estructura a través de once secciones, de las cuales en materia de 

Mediación sólo aplican cuatro; su fin es la aplicación de mecanismos alternativos de 

solución de controversias que se suscitan en torno a un programa administrativo de una 

agencia gubernamental que incluya el ejercicio de facultades y atribuciones federales para 

proteger el interés público frente a los intereses privados.  

La primera sección establece las definiciones a ser consideradas dentro de la ley, así 

como la enumeración de los de mecanismos alternativos aplicables, el proceso en disputa, 
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la guarda de la confidencialidad, y el establecimiento de lo que puede ser materia de 

controversia. 

En la segunda sección se indica que las autoridades gubernamentales pueden 

implementar discrecionalmente cualquier mecanismo alternativo (la conciliación, la 

facilitación, la mediación, la investigación de hechos, el arbitraje, el ombud) o la aplicación 

de varios si el objetivo es dirimir una controversia que cumpla las características 

previamente descritas, y si las partes involucradas están de acuerdo y es su voluntad 

sujetarse a ellos. Asimismo, en la sección en comento se establecen las circunstancias que 

se exceptúan de ser resueltas a través de un medio alternativo. 

En la tercera sección se establecen las bases para que intervengan personas 

denominadas neutrales, quienes pueden ser oficiales del gobierno federal (temporales o 

permanentes) o cualquier otro individuo que todas las partes para llevar a cabo el proceso; 

no debe tener algún interés oficial, económico o personal con el conflicto en materia. 

Deberán contar con una capacitación en mecanismos alternativos y estarán al servicio de 

todas las partes, quienes establecerán la remuneración a estos servicios. 

En la cuarta sección relacionada a la confidencialidad, se establece que el mediador 

no debe revelar la información que las partes le den a menos que otorguen el 

consentimiento por escrito, o bien la información de que se trate ya se hubiera hecho del 

conocimiento público, o si la Corte determina que el testimonio es necesario para evitar una 

injusticia, o si se ha violado una ley, o para prevenir un daño público a la seguridad o 

integridad de una persona. En caso de ser revelada información confidencial, no puede ser 

considerada, ni admitida en ningún proceso relacionado al conflicto. 

En este sentido, es de observarse que existen conflictos y situaciones que no son 

susceptibles de mediación y las cuales serán valoradas en cada caso por los expertos, en 

caso de no existir norma al respecto. En el caso de México no son mediables en materia 

familiar cuestiones en las que exista violencia intrafamiliar, por el contrario, en el área 

penal la mediación aplica en delitos de querella, delitos patrimoniales sin violencia sobre 

las personas o delitos culposos.   

Respecto a la implementación de los mecanismos alternativos de solución de 

controversias, en México se encuentra a discreción de las partes y no de las autoridades 

gubernamentales los mecanismos alternativos a utilizar, así los individuos en conflicto 
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podrán elegir el mecanismo que más les convenga tanto en su aspecto procesal, como 

económico y temporal. 

Relativo a la tercer sección, en México, se cuentan con profesionales en mediación 

que serán públicos o privados certificados por los diversos Tribunales de los estados o 

mediadores privados sin certificación, en cuanto a los conciliadores, son solo pocos estados 

los que certifican a conciliadores, quienes ejercen esta función son los secretarios de 

acuerdos en la etapa de audiencia previa y de conciliación, los árbitros también deben 

contar con cierta capacitación en virtud de que son terceros que toman decisiones llamadas 

laudos para la resolución de los conflictos. 

Finalmente, lo mencionado en la cuarta sección de la confidencialidad es un 

principio de la mediación, en donde ni el mediador ni los mediados están autorizados a 

revelar o utilizar la información expresada en el proceso, salvo cuestiones en las que pueda 

correr peligro una persona, exista un delito o se pretenda cometer uno. 

 

V.  CONCLUSIONES 

En conclusión, la mediación es un mecanismo alternativo que ha sido considerado en 

diferentes instrumentos internacionales y se ha ido alimentando por instituciones o 

legislaciones de los diferentes países, así como por las diversas prácticas que se han 

derivado de la misma. En México, ya son 30 estados los que tienen legislación estatal en 

materia de mecanismos alternativos y se tiene proyectado en un futuro cercano una Ley 

General en esta materia. Lo ideal sería que se tomen en cuenta las diversas prácticas 

internacionales que se apliquen a nuestra realidad social y se complementen con la 

regulación que cada Estado les ha dado a los mecanismos alternativos de solución de 

controversias.  

En virtud de lo anterior, se ha demostrado que los mecanismos alternativos de 

solución de controversias han presentado como aspecto positivo una disminución en los 

costos, no sólo para las partes involucradas sino para el sistema de justicia, ya que 

representa una posibilidad muy cercana de descongestionar a los tribunales al racionalizar 

el uso de los servicios de administración de justicia. 

Finalmente, considero que es necesario que como legisladores, abogados, 

profesores, estudiantes  busquen estar a la vanguardia no sólo en el sentido de cambiar las 
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normas para adecuarse a la realidad social, sino en el aspecto de mejorar lo que ya se ha 

venido construyendo en nuestro sistema jurídico; esto se lograra siguiendo dos caminos: a 

través de medidas como la implementación de la mediación en todas las áreas del derecho, 

y segundo priorizando en la enseñanza de solución de conflictos a través de esta justicia 

alternativa, aplicando estas dos formas se conseguirá que se visualice la ley no como un 

instrumento lucha sino como una herramienta que auxilie a la solución de los mismos. 
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